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Demandante:


Henry de Jesús Guzmán Arredondo
Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

Tema:
COMPETENCIA DE LA JURISDICCION CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA PARA CONOCER LOS ASUNTOS RELATIVOS A LA SEGURIDAD SOCIAL. Establece el artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, que la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo esta instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa y adicionalmente de los procesos que allí se relacionan, otorgándole en el numeral 4º la facultad de conocer los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos, esto es, empleados públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una persona de derecho público.  

Ahora, el artículo 308 de ese cuerpo normativo, dispuso como fecha de entrada en vigencia de esa Ley el 2 de julio de 2012, por lo que todos los procedimientos, actuaciones administrativas, demandas y acciones que se instauren con posterioridad a esa calenda, deberán ser resueltos con base en las normas allí contenidas.
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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, once de mayo de dos mil dieciséis, siendo las tres y quince minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 5 de abril de 2016, dentro del proceso que promueve el señor HENRY DE JESUS GUZMAN ARREDONDO contra la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2014-00644-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Sería del caso entrar a resolver la instancia, sino fuera porque se advierte una nulidad de carácter insubsanable que afecta el debido proceso, como pasa a verse:

COMPETENCIA DE LA JURISDICCION CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA PARA CONOCER LOS ASUNTOS RELATIVOS A LA SEGURIDAD SOCIAL.

Establece el artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, que la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo esta instituida para conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función administrativa y adicionalmente de los procesos que allí se relacionan, otorgándole en el numeral 4º la facultad de conocer los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos, esto es, empleados públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una persona de derecho público.  

Ahora, el artículo 308 de ese cuerpo normativo, dispuso como fecha de entrada en vigencia de esa Ley el 2 de julio de 2012, por lo que todos los procedimientos, actuaciones administrativas, demandas y acciones que se instauren con posterioridad a esa calenda, deben ser resueltos con base en las normas allí contenidas.

EL CASO CONCRETO

Según el Acta Individual de Reparto –fl.23- la presente acción fue iniciada por el señor Henry de Jesús Guzmán Arredondo el 28 de octubre de 2014, esto es, en vigencia de la Ley 1437 de 2011.

Expone el señor Guzmán Arredondo en el libelo introductorio –fls.26 a 29- que una vez consideró reunidos los requisitos para acceder a la pensión de vejez, solicitó a la Administradora Colombiana de Pensiones que le reconociera la pensión de vejez y que bajo esos parámetros dicha entidad mediante la resolución Nº VPB de 16 de octubre de 2013 le reconoció la prestación económica, sin embargo, afirma que dicha entidad se equivocó al reconocerle la prestación económica con base en la Ley 100 de 1993, puesto que al ser beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, tiene derecho a que se le reconozca la pensión de jubilación establecida en la Ley 33 de 1985, dado que durante toda su vida laboral como médico ha prestado sus servicios en diferentes entidades estatales en calidad de servidor público.

Para dar fe de ello allegó certificado de información laboral emitido por la ESE Hospital San José de Belén de Umbría –fl.19- en donde se observa que él prestó sus servicios como médico general en esa entidad desde el 1º de marzo de 1981 hasta el 5 de marzo de 2012, retiro éste que corroboró con la resolución Nº 053 de 3 de marzo de 2012 –fl.14- en donde se acepta la renuncia presentada por el demandante, quien ostentaba el cargo de “Médico General Código 2011, Grado 10”; situación que denota que el señor Guzmán Arredondo prestó sus servicios en esa entidad en calidad de empleado público; por lo que de conformidad con lo establecido en el numeral 4º del artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, el presente asunto, iniciado el 28 de octubre de 2014 contra la Administradora Colombiana de Pensiones, debe ser resuelto por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y no por la Jurisdicción Ordinaria Laboral; configurándose de esta forma la causal primera de nulidad consagrada en el artículo 140 del C.P.C, misma que según el inciso final del artículo 144 del C.P.C. resulta insaneable.

Frente a este tema la Corte Constitucional en sentencia T-685 de 26 de septiembre de 2013 con ponencia del Magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez manifestó “El juez o tribunal competente, esto es, el juez natural, es aquel a quien la Constitución o la ley le han asignado el conocimiento de ciertos asuntos. Así, mediante una norma, el Estado le otorga a una autoridad judicial la facultad de resolver un determinado conflicto, de allí que cualquier pronunciamiento emitido por una autoridad a quien no se le ha otorgado por el Estado dicha facultad, constituye una afrenta al derecho fundamental al debido proceso. El ordenamiento procesal se ha valido de diversas figuras para salvaguardar la jurisdicción, esto es, para garantizar que la resolución de un conflicto se haga por el funcionario competente. De este modo, la falta de jurisdicción de un funcionario judicial puede ser analizada al momento de decidirse sobre la admisión de la demanda (artículo 85 CPC), las excepciones previas (artículo 97 num.1 CPC) o las nulidades procesales insaneables (artículo 140 CPC).”.

Ahora bien, la Corte Constitucional a partir de la sentencia C-662 de 2004, la cual ha sido reiterada en la sentencia C-807 de 2009 y más recientemente en la precitada sentencia T-685 de 26 de septiembre de 2013, decidió equiparar los efectos cuando se rechaza la demanda por falta de competencia a aquellos eventos en los que se rechaza por falta de jurisdicción y bajo tales parámetros estableció que en los casos en los que se declare la nulidad por falta de jurisdicción, lo que procederá es remitir inmediatamente el expediente al funcionario que se considere competente, pues con ello se cumple con el fin de la medida, esto es, asegurar el debido proceso, el adecuado acceso a la justicia, la celeridad y la eficacia judicial; máxime cuando dentro del proceso se surten válidamente todas las etapas previas a la emisión de la sentencia.

En el anterior orden de ideas, se declarará la nulidad de todo lo actuado a partir de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 5 de abril de 2016 inclusive, por haberse configurado la causal 1ª del artículo 140 del C.P.C. y posteriormente se remitirá el expediente al Juez Administrativo de Pereira (Reparto) y se comunicará la presente decisión a la funcionaria de primer grado.

Costas en esta instancia no se causaron. 

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO. DECLARAR LA NULIDAD de todo lo actuado a partir de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira el 5 de abril de 2016 inclusive, por haberse configurado la causal 1ª del artículo 140 del C.P.C.

SEGUNDO. ORDENAR la remisión del expediente al Juez Administrativo de Pereira (Reparto), de conformidad con lo señalado en el presente proveído.

TERCERO. COMUNICAR la decisión adoptada en el presente asunto al Juzgado Quinto Laboral del Circuito.

Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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